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INFORME No. 98/11

DECISIÓN DE ARCHIVO
PETICIÓN 664-02
VENEZUELA

21 de julio de 2011

PRESUNTA VÍCTIMA: 
Vicente Antonio Amengual Sosa
PETICIONARIO:
Vicente Antonio Amengual Sosa
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 8 y 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
INICIO DE TRÁMITE:


8 de mayo de 2007
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. El peticionario sostuvo que en 1998 se le designó como primer Conjuez del Juzgado Superior en lo Civil y de lo Contencioso Administrativo de la circunscripción judicial de la Región Central, con sede en Maracay.  Indicó que mediante oficio No. TPE-01-1428 de la Comisión Judicial del Tribunal Supremo de Justicia (en adelante la “Comisión Judicial”), de 10 de diciembre del 2001, fue nombrado Juez Provisorio del Juzgado Superior en lo Civil y lo Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado de Aragua.

2. Indicó que el 22 de enero del 2002 la Comisión Judicial, mediante oficio No. TPE-02-108, anuló su nombramiento de forma arbitraria en razón “a las observaciones que fueron formuladas en el despacho de la Comisión”.  Alegó que no se le permitió ejercer su derecho a la defensa y que esta decisión fue adoptada de manera injustificada, dado que al momento de su “destitución” no tuvo conocimiento de las observaciones mencionadas de manera abstracta por la Comisión Judicial.  Alegó que sólo tuvo conocimiento de dichas observaciones tres años después y que jamás fue objeto de sanción o proceso disciplinario durante su vinculación a la rama judicial.

3. El peticionario sostuvo que contra la resolución de su “destitución” presentó recurso de reconsideración ante la Comisión Judicial, el cual no fue decidido.  Señaló que interpuso un recurso de nulidad de acto administrativo y una acción de amparo ante la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia.  Indicó que mediante dichas acciones impugnó que no se le haya permitido ejercer su derecho a la defensa y requirió el pago de los salarios no percibidos hasta el momento de su efectiva reincorporación.  
4. Indicó que el 16 de mayo del 2006 el recurso de nulidad fue declarado sin lugar.  Alegó que en la sentencia de la Sala Político Administrativa no se pronunció sobre el objeto fundamental de su pretensión que consistía en la violación del derecho de defensa, por la imposibilidad de contradecir las observaciones que dieron lugar a su “destitución”.  Señaló  que la sentencia se fundamentó en el hecho de que la presunta víctima tenía la condición de juez temporal, por lo que su nombramiento podía dejarse sin efecto en cualquier momento, sin necesidad de procedimiento alguno.  Indicó que con esta decisión se agotaron los recursos internos.

5. Señaló que presentó recurso de revisión ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, la cual lo declaró sin lugar.  Indicó que en esa decisión hubo un salvamento de voto por parte de un magistrado, el cual expresaba que la decisión de “destitución” de su cargo era violatoria al debido proceso y que se le debía permitir atacar las observaciones no especificadas que justificaron su “destitución”.

6. Consideró que esto constituía una violación del derecho de defensa en contravención a lo establecido en los artículos 8 y 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana”).
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

7. La Comisión, hasta la fecha de aprobación del presente informe de archivo, no recibió las observaciones del Estado respecto a la admisibilidad de la petición.

III.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA
8. La CIDH registró el reclamo bajo el número 664-02 y el 20 de junio de 2003 consideró que éste no satisfacía los requisitos del artículo 26 de su Reglamento vigente en ese momento.  El 10 de mayo de 2005 el peticionario presentó información adicional, la cual fue evaluada y el 8 de mayo de 2007, la Comisión procedió a transmitir el reclamo al Estado, con plazo de dos meses para presentar sus observaciones.  

9. El 5 de diciembre de 2007 el peticionario presentó información adicional, la que fue remitida al Estado para sus observaciones.  El 25 de febrero de 2008 el peticionario presentó información adicional la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 9 de enero de 2009 la Comisión reiteró su solicitud de información al Estado.
10. El 25 de enero, el 19 de agosto y el 14 de septiembre de 2009 el peticionario presentó información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones el 22 de septiembre de 2009.  El 4 de noviembre de 2009 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus observaciones, la cual fue otorgada por la Comisión.  El 3 de mayo de 2011 el peticionario presentó un escrito en el que manifestó su voluntad de desistir del trámite de su petición.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

11. Tanto el artículo 48.1(b) de la Convención Americana como el artículo 42 del  Reglamento de la Comisión, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

12. Respecto al desistimiento, el artículo 41 del Reglamento de la CIDH, señala que el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente.
13. En vista del escrito de desistimiento presentado por el peticionario, la Comisión de conformidad con los artículos 41 y 42 del Reglamento de la CIDH, así como el artículo 48.1(b) de la Convención Americana, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 21 días del mes de julio de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, la Comisionada Luz Patricia Mejía Guerrero, de nacionalidad venezolana, no participó en el debate ni en la decisión del presente archivo. 





